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REPÚBLICA DE PAT\TAMÁ

ORGA}IO JT'DICTA].

CORTE SUPREIÍA DE JUSTICIA

SALA TERCERA, DE Lo coNTENcIoso ADMrNrsrRATrvo y LABoRAT

Panamá, veintiuno (2t¡ de enero de d.os mil quince (20J.5) .

VISTOS:

El l-icenciado Carlos Ayala Monteror eo representación de MIRIAI{

LoRENzo DE UGHETTT, ha interpuesto ante Ia Sala Tercera de Ia Corte

Suprema de Justicia, demanda contenciosa administrativa de plena

itlrierii¡¡iÁn rJu!rou!uvfvrr' para que se decl-are nulo por ilegar, el Decreto No.12B2

de 1 de jurio de 20ra dictado por fa Alcatdia de panamá, ef acto
¡nnf i rm¡l-nri a -uvr¿v y para que se hagan otras decl-aracrones.

Mediante provj-dencia cal,endad a 2j de j unio de 2orr, (cf r . foi a

26) , se admite Ia demand.a j-nstaurada, y se corrió traslado a la
Procuraduría de Ia Administración como a la entidad requerida, para que

rindiera ésta última, €l informe explicativo de conducta ordenado por

el- articul-o 33 de la Lev 33 de 1946.

I. ACTO ADMTNISTRATIVO IMPUGNADO:

Et acto administrat ivo impugnado lo es el- contenido deI Decreto

No.12B2 de 1de julio de 20!0, dictado por el Al:al-de de panamá v'oara

que se hagan otras decl-araciones, doncle se decid,: de j ar sin ef ecto eI

nombramiento de Ia señora MIRIAII LORENZO DE UGHETTI, del cargo de

COTIZADOR DE PRECIOS I EN LA üUNTA COMUNAL DE CIIIIJIBRE, con un salarío

mensuaL de B/.500.00, posición No.13l .
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II. ARGT'MENTOS DE LA PARTE ACTORJA:

El recurrente expone como pretensión y por ende/ reclama a través

de su apoderado judicial, eue esta instancia Colegiada no sóIo decl-are

Nulo, por rregar er Decreto No.1282 de 1 de julio de 2ar0, dictado por

el- Al-calde de Panamá, sino también Ia nulidad deI acto confirmatorio

Y, se ordene el- reintegro de Ia señora MfRIA¡4 TORENZO DE UGHETTI, de

i rrll¡l f¡rm: al l^ I ^^ r:l ¡ri n< ñrra ^^rróqñ^ndarÁn rl^^¡^ 'l - €^^r--aYuof rv!¡llq, s! }Jqyv uv fUD Dq!q!IvD YUg UV!!sovvtlugIAIl UC:iL].e -Ld IeCI.Id

de su destitución hasta su reinteqro efectivo.

Dentro del desarroll-o de la demanda, el apoderado judicial de la

señora MIRIAI4 LORENZO DE UGHETTI, destaca entre otras cosas que su

representada l-aboró por más de cinco (5) años como Cotizador de Precios

r en fa Junta Comunal de Chitibre y sJ-empre se desempeñó con lealtad,

moral-ídad y compeLencia en el- servicio, 1o que .le valió el- respeto de

compañeros y superiores y debió ser suficiente para garantizar su

esLabilidad según 1o establece el- artícufo 300 de Ia Constitución

Pol-ítica.

Sost.iene igualmente, que el- acto hoy acusado de ilegal, rto tiene

ninguna causal de destitución.

La defensa técnica de Ia demandante señal-a precisamente, que su

r-l i cntc - és Di nrtacl¡ Sunl ente nór el hi rcrri tn R-g .nré c¡mnranr{a T.aqv¿¿v¡¡ ue t yv! vf v¿r vu¿ Lv I J \:Lug uv¡tty! v¡¿su lqJ

Cumbres, Alcalde Díaz y Chilibre, cargo éste, que 1e fue otorgado por

el Tribunaf Electoral, por tal- razón debió reconocérsel-e su protección

Iaboral, aunado aI hecho que su destitución no t.iene ningún fundamento

fáctico, y no invoca una causa just.a de destitución prevista en 1a ley.

III. NOR}{AS LEGALES INFRINGIDAS Y EL CONCEPTO DE LA INFRACCTóU:

Dentro de l-as disposiciones legales que el apoderado judicial

Ia demandante manifiesta se han conculcado, están las siguientes:

1. Los artícul-os 154, 155 y 156 del texto único de la Ley No,9

20 de junio de 7994t reformada por Ia Ley No.43 de 2009.

2. EL artícul-o 227 del texto único de l-a Lev No.49 de 4

diciembre de 1-984, reglamento orgánico del régimen interno

La Asambf ea Nacional-.

de

da

de

rlo



.//7u #'i
Argumenta er apoderado judiciar de l_a parte actora que ras

violaciones a l-as que hace alusión en el libel-o de la demand.a se

realizaron de Ia siguiente manera:

. El artícuro 155 del texto único de la Ley No.9 de rgg4, fue

vi-ol-ado de manera directa por f al-ta de aplicación ya gue

n i nnrrn: rro r.as 16 causas estabi_ecidas en d i r:ha norm¡ f¿ v vquoqD EJ Lctlr_LeuJ(lds gl.t , _Uef On

alegadas para destituir a su cliente. En razón de erro ra

viol-ación se concreta en los términos descrit.os. La

destitución fue inducida I a partir de consj-deraciones

subjetivas, no vincu]adas a ninguna de ras causas descritas.

El- artículo 154ibídem fue viol-ado de manera directa por

fal-ta de aplicación, ya que la destitución de su criente no

responde a l-os parárnetros establ-ecidos en la norma

comentada. l,a señora LoRENzo DE UGHETTT no fue amonestada

ni sancionada de forma alguna antes de ser '.recipiendario"

de la sanción de la destitución que l-e aplicó la autoridad

nominadora mediante er acto administrat.ivo acusado de

ileqal-.

E] artículo 156 de] texto único de l-a Ley No.9 de rgg4 fue

violado de manera directa por fatta de apricación. La

administración del Municipio de panamár Do consideró, no

tomó en cuenta y no aplicó al- momento de destituir a su

cl-iente, siempre bajo un esquema de pensamíento errado, á1

considerar que no era necesaria la aplicación de esta ni de

ninguna otra norma de procedimiento, debido a gue la

facul-tad discrecional del Arcalde der Municipio de panamá,

para destituir, es absol_uta.

el artículo 221 del Texto único de la Ley 49 de IgB4,

violado de manera directa por fal_ta de aplicación, ya

. eue

fue
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que para todos l_os efectos f eoa I es _

Diputada Suplente al_ momento de su

que Ia Resolución impugnada peca de

l-as formalidades Iegales.

su cfiente seguía siendo

destitución. Es por eso

fal-ta de cumplimiento de

rv. INFORME DE CONDUCTA:

A foja 28 del expediente judicial, consta el- escrito por medio de

l-a cual, l-a institución demandada, a través de la Secretaria General_

de fa Alcaldía de Panamá, rinde el informe de conducta administrativa
requerido por esta Sala, al tenor de 1o establecido en el articul_o 33

de ra Ley 33 de 1946; el- mismo/ expuso en ro medular ro siquiente:

" En efecto, l_a señora MIRLAI,I ESTIIER
LORENZO DE UeI{ETTI, fue destituida del_ cargo
que desempeñaba en fa Junta Comunal_ de
Chi-Iibre, decisión que fue adoptada a
petición de-l Honorable Representante Vidal_
Garcia, mediante Nota del 24 de junio de
20L0, por tratarse de personal asignado
presupuestarJ_amente para funcionamiento de
esa unidad del gobierno l_ocal_.

Por otra parte, l-a Ley 9 de I994| que
invoca la demandante, corresponde a normas de
l-a carret:a administrativa, que no son
aplicables aI caso concreto de1 personal de
l-os Municipios, quienes t j_enen normas
disciplinarias y administrativas que regulan
estos aspectos. En este sentido, el_ Artícul-o
243, numeral 3 de 1a Constitución NacJ_ona1,
e1 numeraf 4 del_ articul_o 45, de l-a Ley l_06
de 1913 y la Ley 52 de 1984, confieren al_
Alcafde la potestad discrecional, de nombrar
y remover/ a Los servidores públicos
mtlni r:i nal es - .rr\/: daqi an¡¡i Án ¡a¡raana^i-qsr¿Y1¡aerutt ¡rv ugttcSP(JI]cld
a otra autoridad.

Para f inal- j-zari queremos ref erirnos al-
tema de que Ia exfuncionaria demandante
argumenta ser Diputada Suplente de l-a
Asamblea Nacional- en el Circuito B-9, para eI
periodo constitucional- 2009-20I4, situación
que desconocíamos, toda vez que en su
aynar.li ant-a ñaroOnaf de ]_a SUL.loerenci: rlcfq uuvvvrL¡f9ta u9

Recursos Humanos de esta Al_cal_dia Capitalina,
no consta ninguna documentación que acredite
su condición de miembro suplente del_
Parl-amento Panameño" .

v. DESCARGOS DE LA PROCURJADURÍA DE LA ADMINISTRACIóN:
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A foja 31 del- expediente judicial, consta l-a Vista Número 644

de B de septiembre de 20II, mediante la cual el- Procurador de 1a

Administración, solicita al Tribunal- se sirva declarar que No ES

ILEGAL eI Decreto l2B2 de 1de jul-io de 2010, dictado por eI Alcalde

del Distrito de Panamá.

En 1o medular, el- señor Procurador de la Administración señaló

que no existe evidencia alguna que acredite que Miriam Lorenzo de

Ughetti se encontraba amparada a la Ley de Carrera Administrativa y,

que además el Municipio de Panamá no ha sido íncorporado a dicho

réqimen' razón por Ia cual se abstuvo de analizar los artículos 154,

1 55 v -1 56 cJe I ¡ T.ar¡ \In I rlo 1994 .

Respecto al cargo de ilegalidad formulado con relación aI

articuLo 227 del- texto único de la Ley No.49 de 1984, que constituye

el Reol amento Oroán i r:o dcl rácri mon i nl_ arnn da I a Ac¡ml.rl a¡ \'r:¡i nn ¡ l!IIU9II¡V NJU¡IU!Uq !\qUf UIIOI,

norma que establ-ece Ia protección laboral a las Diputadas o

Diputados Suplentes, el- señor Procurador de la Administración

manifestó, que dicha proteccj-ón laboral- de manera alguna el-imina l-a

obligación que recae sobre el- empleado público que ocupe un puesto

público remunerado y que tenga así mismo Ia condición de Diputado

Suplente, €t el- sentido de comunj-car a la instj-tución en donde

presta servicios que se acogerá a una ficencia para ausentarse

transitoriamente del- ejercicio de su puesto, con la finatidad de

asumir ef ejercicio de su cargo de Diputado y posesionarse de las

resnnnsatriliriedes COnStitUCionales \.2 leoeles ¡¡11e le c¡.¡mnaiFn .^m^J f uvqrvr yue !s 9vrltlrg Ls¡¡ uvtllv

tal.

. DECISIóN DE LA SAI.A TERCERJA:

Cnmnl iclos los

resolwer la nresente

trámites correspondientes, fa SaIa procede

controversia, en l-os siguientes términos:
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Previo al análisis de .ri rrnr i mnnrr - subrayar que con fund"amento

en 1o que dispone el articulo 206, numera1 2, de la constitución
Pol-iticar €rl concordancia con el- texto del artículo 91 , numeral- 1 del
código Judicial y el- artículo 42b de la Ley N"-135 de rg43t conforme

fue reformada por l-a T,ey N".33 de L946, l-a sala Tercera es competente

para conocer de las acciones de plena j uri.sdicción, tal- como la
interpuesta.

Dentro del marco de referencia, esta Judicatura se pronunciará

respeCto a l-a acCión int.ernueqr¡ ¡ontra demanda contenCiOsa

administrativa de plena jurisdicción, para que se declare nur_o por

i]ega1, €l Decreto No.1282 de 1 de julio de 201,0 dictador por ra
Alcaldía de Panamá, €l acto confi-rmatorio y para que se hagan otras
decl-araciones.

como viene expuesto, fa señora MrRIA!! LoRENzo DE UGHETTI, a

través de su ¡nnriar¡rra irrrljgl¿1, el- licenciado Carlos Ayala, ha

invocado la intervención de Ia jurisdicción contencioso admj-nistrativa
para que se declare nulo, por ilega1 el cirado Decreto No.1282,

resol-viéndose en el mismo l_o siquiente:

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con el_ numeral 3 del_
artlcul-o 243 de la Constitución Nacional y e1
numera1 4 del artícul_o 45 de la Ley No106 de
8 de octubre de 19i3, modificada por l_a Ley
No.52 de 12 diciembre de 1984, se confiere al_
señor Alcalde, l_a facul_tad de nombrar y
remover a 1os servidores públicos municipales
att\/^ ¿lac i nn¡¡i,'*__*y,"*_-cn ne corresponda a otra
autoridad;

Que e] (fa) señor (a) , MIRIAM LoRENzo DE
UGHETTI, con cédu.l-a de identidad personal
No.8-339-644, actual_mente ocupa el cargo de
COTIZADOR DE PRECIOS I EN I,A .fUNTA COMUNA]. DE
CHILfBRE, con un Salario Mensuaf de
QUINIENTOS BATBOAS CON OO/LO (sic)
(B/ . 500 . 00 ) . Posición No. 137 / cargo éste que
se encuentra dentro de aqueJ_los que son de
l-ibre nombramiento y remoción del_ Alcatde.

DECRETA:

I "4{?

Art5-cul-o Primero:
nombramiento del_

Dejar sin efecto e1
(]a) señor (a) MIRIA!{
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LORENZO DE UGHETTI con cédula de identidad
personal No.8-339-644, actual_rnente ocupa el_
cargo de COTTZADOR DE PRECIOS I EN LA JIJNTA
CO¡{UNAI, DE CHILIBRE, con un Sal_ario Mensual_
de QUINTENTOS BAIBOAS CON 00/10 (sic)
(B/.500.00), posición No.13?.

Artículo Segundo: Advertlr a_I interesado que
contra eI presente Decreto procede el_ Recurso
de Reconsideración, el cual debe interponerse
dentro de los cinco (5) días hábiles,
siguíentes a l-a notificación, agotándose la
via gubernativa. Dicho Recurso deberá ser
presentado ante .l_a Secretaría Judicial_ de fa
Dirección de Legal y Justicia del_ Municipio
de Panamá. ...',

A juicio de la demandante, ésta, sieirte sue l_e

derecho ai- expedirse ef Decreto No.12B2 de 1 de

consecuencia ha sol-icitado a este Tribuna] la
ilegalidad del mismo De igual forma, solicita se

de Panamá - srr ro'i nia¡rn \7 a l! u¿¿u¿llq, o u pago de

desde Ia fecha de su destitución hasta

fue concul-cado su

j ulio de 201-0 , en

declaratoria de

ordene al Municipio

que corresponderán

efectivo.

los salarios

qtt ra i nJ-a¡rn

Ahora bien, los cargos de violación en su mayoria alegad.os por Ia

demandante, giran en torno a1 Texto único de la Ley No.9 de rgg4 y, en

este sent.ido debemos señal_ar que esce Despacho prohíja fa opinión

vertida por el- Procurador de Ia Administración, cuando advierte gue no

existe en autos, evi-dencia alguna que acredite que Miriam Lorenzo de

Ughettí se encontraba amparad.a por la Ley de Carrera Administrativa/

de Panamá no ha sido incorporado a-ómñ r-aln qc¡rronci : ñrta a l Mrrn iev¿¿uuuuur¡e+g :*_ ..*,.-Cl-pl_O

di chn rÁnimon 1 ^ *¡^f^!eYarlrstr/ por ro tanto' no existe asidero jurídico alguno para

entrar al aná]isis de l-os mismos.

IrIo nhqt¡nfo

i¡lrírli¡: \/ lo¡-'lJ qr4v¿vq j ¿svor

Panamá, claramente manifiesta a través de la

adminj-strativo hoy demandado, precisa hacer un examen prolijo de los

siguientes aspectos:

para arribar esta Sala a una

de 1a actuación administrativa

decisión objetiva,

del Munir:inio de

emisión del acto
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Las consj_deraciones expuestas por La Secretaria
General- de l_a Alca]día de panamá, en su Informe
explicativo de cond.ucta, mediante la Not.a No. 569_

2011 de B de jutio de 2011 yt

EI procedimiento seguido por l-as autoridades
administrativas de esta Institución, respecro a

que l_a señora MIRIAD4 LORENZO DE UGHETTIT euien al-

momento de su destitución ocupaba eI cargo de

Diputada Suplente de la Asamblea Nacional en el
Circuito B-9, para el_ período constitucionaf 20Og_

2014 -

En este sentido, respecto a r-o seña]aoo en el r-iterar_ ,,a,,,

arriba expuesto, observa esta Judicatura con cierto recero y aprensión,
]-as decl-aracíones expresadas y acreditas en el rnforme que rindiera la
Secretaría General de l_a Alca]día de panamár ! eue a la l_etra dice:

" .Bn efecto, l_a señora MIRIAM ESTHER LORilNZOt

mediante Nota

Ot""uou""turtu^"ntr", ouru run@esa unidad del_ gobierno-jJii-f_, lElGbrayadoes nuestro).

se desprende con meridiana claridad que l-a remoción de la señora
MTRTAI{ LoRENzo DE uGHETTT/ no fue producto de ninguna cj-rcunstancia que
ameritara su desti-tución, como r-o pudo ser ra comisión de un der-ito o
falta administrativa, a pesar que l-a institución demandada alegó ser un
funcionar-io de libre nombramiento y remoción, argumento éste último,
que analizaremos con mayor detenimiento más adel_ante.

No obstante' con escepticismo y extrañeza pod.emos observar que
bastó una símpre sor-icitud hecha por er H. R. vidar Garcia deI
corregimiento de chir-ibre (cfr. a foja 30 der expediente judicial),
para QUe' sin mediar procedimiento administrativo arguno, la Alcaldía
de Panamá emitiera ef acLo hoy demandado de il_eqal.
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siendo asi ras cosas y, existiendo un documento púbtico como 1o
es l-a Nota No.569-2011 s.G, de B de jurio de 2011,, emitida por ra
secretaria Generar de r-a Alcardia capitarj_na, ra cua]_ expresa y señar_a
taxativamente gue l-a decisión de destituir a ra señora MTRTAI\' LoRENzo
DE UGHETTT' fue adoptada a petición del Representante de corregimiento,
esta Judicatura considera oportuno, al margen de que la destitución se
sustentó en fa potestad discrecional- que tiene er Alcalde, de nombrar y
remoVeIa]osfuncionariospúb1icosmunicipales,@e1

'álaLuz de 1os princj-pios éticos que deben regir la actuación de todo
funcj_onario público en el_ ejercicio de sus funciones.

Debemos explicar gue en el caso objeto de análisis, estamos en
presencia de una actuación poco usuar-, donde er Representante del
corregimiento de chilibrer s€ñor Vidar García, imparte instrucciones
precisas a un funcj-onario administrativo der Municipio de panamá (aI
Sub-Direct.or de Recursos Humanos), para que fuera éste, quien
procediera con la destitución de una docena (I2) de funcionarios que
l-aboraban en el Junta comunal; tal comportamiento d.emuestra en er peor
de l-os casos r ür1 exceso d.e pod.er en r-a f igura der_ Representante de
corregimiento gue, a nuestro juicio, se desborda en er- ejercicio de sus
funciones como tal-, pues l-os Representantes de corregimientos no tienen
facul_tad alguna ni son competentes, para ordenar y/o soLicitar l_a

destitución de ningún furrcionario que haya sido nombrado por er- Afcar_de
Capitalf como es el_ caso que nos ocupa.

Y es que Ios Representantes de Corregimiento¡ están facultados
para atender fas necesidades sociares de l-a población más necesj_tada,
en donde hayan ritigios o confrictos que afecten los intereses o

derechos de Ia col_ectividad.

En ese sentido, nuestra Constitución
de normas, a fin de proteger esos d.erechos,

y deberes individual_es y soclal_es, más

garantías fundamentaLes, razón por l-a cual

Politica consag,ra una serie

constit.uyéndose en derechos

propiamente conocidos como

debemos tener presente gue:

r''{.*
t-t /
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fa famifia es

Estado; es un

individuo y fa

únicamente los

soci-edad.

un grupo étnico intermediario entre el_ individuo y

el-emento de cohesión y equilibrio social entre
Nación. En l_a organización familiar están en juego
intereses individual-es, sino también los intereses de

el-

al

no

.Lct

Ahora bi-en, la sala considera que 10s Representantes de
Corregimiento están plenamente legitimados, para actuar y atender
cuando así se reguiera, ros problemas gue aquejan a su comunidad en
interés social_ y el_ beneficio col_ectivo de Ia misma; más no asi, para
impartir órdenes de destitución de funcionarios que han sido nombrados
por la primera autoridad de policía de'tro del municipio, como l-o es el
Al-cal-de def Distrito capital. Er Representante de corregimiento, re
corresponde proveer excl-usivamente el desarrol.l-o de l-a col-ectj-vidad y
vel-ar por la sol-ución de sus probl-emas, sÍendo su figura tan importante
como concíf iador voruntario cuando asi 1a 1ey r-o señar-e.

La Junta comunal' surge como un organismo en el Derecho públ-ico
panameño¡ €o virtud der- texto primario de ra constit.ución de rglz, y
constituye un ente público' cuya competencia se circunscribe a j-os

corregimientos; estas Juntas comunares exist.en para promover ef
desarrol-l-o de l-a col-ectividad y vel-ar por la sorución de sus probremas;
su filosofía se centra en l-a necesidad de dar participación efectiva a

los miembros de la col-ectividad en las tomas de decisión respecto de
los negoci-os der corregimientor err ra forma de aunar esfuerzos en ra
búsqueda de sol_uciones a sus particulares probl_emas.

Debemos recordar gue Er Estado tiene la obligración de asegurar un
me¡oramiento simétrico e integral de r-a comunidad, en especial, de
aquell0s sectores sociar-es más desprotegidos o marginad.os. Es en ese
ro1' que entra La figura del Representante de corregimienco/ como ente
coadyuvante de El Estado, procurando actuar y atender las dificul-tades
que aquejan a su comunidad en interés social- y el beneficio colectivo
de

No.

mlsma, tal y como está consagrado en e1 artícur_o 1 de 1a Ley
de 8 de octubre de rgj3, reformada por r-a Ley No.53 de rz de

1a

105
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diciembre de r9B4t por l-a cual se desarroflan l-os artículos 224 y 22s
de l-a constitución Pol-itica de la República de panamá y se organizan
l-as Juntas Comunales y se señalan sus funciones.

Es por ello, que en cada corregimiento habrá una Junta comunar
que impulsará la organ izac|ln y ra acción de r-a comunidad para promover
su desarrolr-o sociar-, económico, político y cur-turai_ y para velar por
fa solución de sus necesidades. En este sentido, la función encomendad.a

a l-a Junta comuna] de vef ar por r-a sof ución de ras mor-estias que

aquejan a su comunidad, es tan amplia que no podemos circunscribirnos a

una so-la en especifico, razón por l-a cual somos det criterio que en el_

caso de l-a señora MrRrAIu LoRENzo . DE UGHETTT, hubo ausencia de

transparencj-a por parte del- Honorable Representante vidal García, en e1

ejercicio de sus funciones.

Los Representantes de corregimiento como servid.ores públicos
están comprometidos en dar a cada quien ro que re corresponde, en
reconocimiento de ros derechos púbricos de r-as personas y de r-as

obligaciones impuestas a las autorid.ades, derivados de fa constitución
y de las leyes gue emanen de el-l-ar preservando y promoviendo l-a cul-tura
de l-a legar-idad; para err-o deberán acLuar ba j o e1 principio de
justicia, equidad y tran-sparencia.

La sala estima que e1 Honorable Representante de1 corregimiento
de chil-ibre Vidal- Garcia, no estaba facuttado ni t.enía competencia para
soricitar ai- sub-Director de Recursos Humanos del- Municipio de panamá,

fa destitución de ninqún funcionario que no haya sido nombrado por
éste, consid.erando que r,as atribuciones de .r_os Representantes de

corregimientos están únicamente establ-ecidas a parte de la Constitución
Política¡ €'la Ley 105 <1e g de octubre de rg13, reformad.a por ra Ley
No'53 de 72 de diciembre de L984, específicamente en el- numeral 6 del
artícul-o 7 que dispone que: ..-Los Representantes de CggJ.S¿ln¿gügÉ

uou^á" d" fu" fun"ionu" ,u" fu "uñtfu fu ,on"riru"ión y fa J_ev, tendrán
l-as siguientes: -.., Nombrar o contratar el- personaL necesario cuando

sus emolumentos sean r 7a ,úznta Comtzzzal .,,
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En otro orden de ideas, respecto a r-o señar-ado en el riterar-..b,,,
en párrafos anteriores, acerca del procedimiento seguido por r-as
autoridades administrativas de l-a Alcaldía de panamá, en rel-ación a que
ra señora MTRTAI'I r.oRENzo DE UGHETTT, quien al- momento de su destitución
ocupaba el cargo de Diputada Suprente de la AsambLea Nacional- en el
Circuito 8-9, para e-l- periodo constitucional- 20og-20I4 | ta Sala
considera que sí fue conculcad.o el- articulo 221 de]- Texto único de l_a

Ley No'49 de 4 de diciembre de 7984t que dicta eI reglamento orgánico
der régimen interno de r-a Asambrea Nacionar, que a r_etra dispone que:

"Artículo 227 . proteccién Laboral-. LasDiputadas o OiputaOos--suptentes que seanservidores púb1icos, no podrán ser objeto dedespido o traslado o de otra acción depersonal_ que l_es perjudique durante efperiodo para eJ- cual- fueron e.l-ectos.
Se exceptúan los caos en que no concurrana su puesto de trabajo sin causa justificada,o en que hayan sido cond.enados por del_itoscontra l-a administración pública,,.

La norma reglamentaria mencionada, estabrece d.e manera diáfana
las causales específicas por ras cuar-es pueden ser despedidos o

trasl-adados l-os Diputados (as) suprentes y, en el- caso de l_a señora
MrRrAl4 LoRENzo DE UGHETTT, este derecho l-e fue concurcado. En este
sentido' se desprende con meridiana cl-aridad de l-a redacci_ón del
artícul-o arriba transcrito, que a pesar que ra demandance ocupaba un
carqo de libre nombramiento y remoción d.entro de l-a Junta comunal de
chiribre' como lo era el- de cotizad.ora de precios rt fa administraci-ón
no observó que 1a misma se encontraba amparad.a bajo ra protecc'ón
TaboraT consagrada en 1a supra citada norma.

Ahora bien, a pesar que en el rnforme que rindiera j-a secretaría
General- de l-a Al-caldia de Panamá a esta superioridad mediante Nota
No'569-2011 S'G', señala que la exfuncionaria demandante argumentó ser
Diputada suplente de fa Asambl-ea Nacional- en el- circuito g-g, situación
esta que desconocían, toda vez que en su expediente de personal de ra
subgerencia de Recursos Humanos, no constaba nínguna documentación que

acreditara tar condición, r-a sata estima que esta situación no
justifica ni era causa suficiente para proceder con ra destitución de
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l-a misma, considerando que la discrecionalidad alegada en el- párrafo

segundo del Decreto No.12B2 de 1 de julio de 2010, por l-a cual se deia

sin efecto ef nombramiento de l-a señora MTRTAI{ LoRENzo DE ueHETTr,

debió observarse a l-a Luz de l-o establecido en el párrafo segundo del
artÍcu]o 300 de la constitución política que a l_a l_etra dice:

"Articulo 300. Los servidores públicos seránde nacionalidad panameña sin discriminación
de nacional_idad de Tazat sexo, religión o
creencia y mj_l_itancia política. Su
n.ombfam_iento y remoc j_ón no será potestáE
abgol-uta @urra autorid.ad,
galvo. fo que al respecto disponE---EsEá
Constitución. (El subrayado es nuestro)

En este sentido, luego del recorrido procesal real-izado sobre cada

uno de los elementos y actuaciones de l_as partes en juicio y,

atendiendo el hecho de haberse surtido todas l-as fases del proceso en

cuestión, ras cuales se han dado en atención a cada una de l-as

pretensiones y hechos que conforman l-a demanda que nos ocupa, estima la
saIa, que es oportuno externar l-as siguientes consideraciones gue

servirán de perspecti-va a cada ]ector de este farro.

Esta superioridad repara que ei- argumento fundamentar gue no

consideró la enti-dad demandada, fue eL hecho, según se desprende de l-a

articul-o 300 de la constitución Pol-ítica, de no haber justificado l-a

remoción de la funcionaria, basado en eI hecho que Ia discrecíonaj-idad

en 1a remoción no es absol-uta, sino que depende de ciert.os el-ementos

como los son aquellos que sirvieron al- nombramiento de la misma/ o sea,

1a competencia, lear-tad. o moralidad en el servicio.

Y es gue la relación de empleo de derecho público ..o rel-ación

l-aboral pública" se desarrol-la mediante numerosos actos de l_a

Administración (central o descentral.i z¡rt:) la que debe actuar conforme

a minuciosas normas y principios de] Derecho público -constitucional,

lega1 y reglamentario- (legalidad, tipicidad, procedimentalidad, etc. ) ,

diferenciabl_es de los restantes aspectos orgánicos.

En el Derecho Público, l-a re]ación funcional se establece

-previa sel-ección- mediante el acto de nombrami énfñ, interno y
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-ñn a1- i f rrf .i -'^evrrourLuL-LV(r, que supone fa ubicación del funcionario en un cargo o l_a

real_ización de ciertas funciones.

En general, fa constitución, modificación y cese de l_a refación
funcionaf posee carácter estatutario y se encuentra altament.e reql-ada
por normas de rango constitucional, regal y reglament.arior QUe regulan
los derechos, deberes y garantías der funcionario, así como ros poderes

de 1a Administración "siendo de carácter bilateral, en tanto genera

posÍciones activas y pasivas para ambas partes,,i por j_o que,.a
diferencia de 1o que ocurre en 1a rel-ación l-aboral privada,,r rro son

disponibles por 1as partes (son actos unil-aterales y no negociables).

A los efectos de mantener, modifícar o suprimir l-a relación
funcional¡ s€ sueren establecer regimenes de evaluaciones o

calificaciones de todas las actividades funcionales, constituyendo
mecanismos tendientes a poner de manifiesto, de mane.ra palmaria y

trasparente- l-as cualid.ades innatas o adquiridas de los evaluados, en

rel-ación a determinada actividad, con la finalidad de realizar
distinciones favorables basadas en los tal_entos y ras virtudes; o, en

su caso' de mejorar r-as aptitudes deficitarias.
si bien es cierto que l-a señora MIRIAI{ LoRENzo DE UGHETTI no se

encontraba amparada por ]a ley de carrera Ad.ministrativa al- momento de

su destitución, fo que l-a hacia una funcionaria de libre nombramiento

y remoción, tampoco tomó en consideración 1a administración (la
Al-cafdía de Panamá), que l-a separación de l-a misma no era una potestad
absoi-uta y discrecional, Por cuanto no logró justificar dicha remoción.

Al punto, considera este Magno Tribunal de Justicia que el- caudal_

probatorio permite demostrar que se sucedieron ciertas anoma.l-ias

respecto a l-as actuacíones de las autoridades de l-a Junta comunal- deI
corregimj-ento de chilibre y la secretaría Gerreral- de la Alcaldia,
reconociendo esta úrtima, según Nota No.569-2011 S.G., que la señora

MTRTAI\Í LoRENzo DE UGHETTT fue dest.ituida del cargo que desempeñaba, a

petición del Honorable Representante vidal Garcia, mediante Nota del 24

de junio de 2010 (Crf. foja 30).

¡tl
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Es en virtud de 1o anteriormente expuesto/ que esta superioridad

concruyer Que l-a señora MrRrAI.{ LoRENzo DE uGHETTT ar momento de su
destitución se encontraba amparada a ra protección l-aboral establecida
en el- articul-o 227 der texto único de J-a Ley No.49 de 4 de diciembre de
L984' reglamento orgánico del- réqimen interno de'la Asambl-ea Nacional-

Por l-as anteriores consideraciones, fa sara Tercera de r-a corte
suprema, administrando justicia en nombre de ra Repúbrica y por
autoridad de la L"y, DECT,ARA euE Es NULo, poR rLEeArJ, er- Decreto
No'1282 de 1 de julio de 2oro, emitido por el Municipio de panamá, por
el- cuar se deja sin efecto el- nombramiento de l-a señora MrRrA!4 toRENzo
DE UGITETTT; asi como su acto confirmatorio, y en consecuencia, 9RDENA

su reintegro aL cargo de cotizador de Precios r en l-a Junt.a comunal de

chil-ibre' con un sarario mensua] de eurNrENTos BATBOAS oo/Loo,
(8/500.00), además sE oRDENA EL pAGo de sar_arj_os caídos a su favor, que

corren a partir del 31 de diciembre de 2oro, fecha de su destitución,
hasta l-a fecha en que se haga efectivo dicho reinteqro -

Not i fíquese,

á.¿<aar-,-*44-vÍcron r,. aENevroe"-
I{AGISTRJADO

I

ttl,J/ )>l ^., \h'.-+
r.ut! neuó¡r r¡{sREee s.

}ÍAGISTRADO
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ZAI\4ORJANO


